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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de abril de 2021. 

I. Introducción 

Comparece la parte recurrente, American 

Transmission, Inc., en adelante “la recurrente”, 

mediante un recurso de Revisión Judicial y solicita la 

revocación de una resolución emitida el 27 de febrero 

de 2020 por el Departamento de Asuntos del Consumidor, 

en adelante “DACo”. Mediante la misma, el DACo ordenó 

a la recurrente a pagar la cantidad de $2,172.75, por 

concepto de devolución por unos servicios de 

reparación realizados a la transmisión del vehículo de 

motor del señor José M. González Pabón, en adelante 

“el recurrido” y la señora Enid M. Iglesias Díaz -

titular de dicho vehículo-. 

Veamos la procedencia de este recurso promovido.  

II. Relación de Hechos 

Según surge de las determinaciones de hechos 

consignadas en la resolución emitida por el DACo, el 

recurrido, junto a su esposa, llevaron su vehículo de 
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motor al taller de mecánica de la parte recurrente, 

con el propósito de que esta última reparara la 

transmisión a dicho automóvil.  

El 11 de febrero de 2019, el recurrido buscó su 

vehículo de motor en el taller de la recurrente, pues 

esta última le indicó que las reparaciones habían sido 

realizadas. El recurrido pagó a American Transmission, 

Inc. la cantidad de $2,172.75 por los trabajados 

realizados. La recurrente otorgó al recurrido una 

garantía de dieciocho (18) meses por concepto de la 

reparación de la transmisión de su vehículo de motor.  

Según expresó el foro administrativo, luego que 

el señor González Pabón recogió su automóvil, se 

percató que la transmisión de su vehículo de motor 

continuaba presentando problemas. Como resultado, 

llevó su vehículo de motor nuevamente al taller de la 

parte recurrente, y esta le indicó que “todo estaba 

bien”.1 Durante el mes de mayo de 2019, el vehículo de 

motor del recurrido frenó abruptamente mientras este 

lo manejaba. Consecuentemente, el vehículo fue 

trasladado nuevamente al taller de la parte recurrente 

el 17 y 18 de mayo de 2019, y permaneció allí hasta el 

9 de julio de 2019.  

Para esta fecha, una vez inspeccionado el 

vehículo de motor por la recurrente, esta le hizo 

entrega al señor González Pabón de un listado de 

códigos que entendía debían ser reparados. Hasta ese 

momento, el vehículo de motor no era capaz de ponerse 

en movimiento. Como resultado, el señor González Pabón 

 
1 Véase Apéndice de la Solicitud de Recurso de Revisión, Anejo 1, 

Resolución emitida y notificada el 27 de febrero de 2020, pág. 3.  
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llevó su vehículo de motor al taller del señor Luis 

Figueroa Monroig, conocido como Taller Wichie.  

Según se desprende de la resolución recurrida, el 

señor Figueroa Monroig testificó como perito en la 

vista administrativa realizada ante el DACo. En la 

misma, declaró que una vez el vehículo de motor del 

recurrido llegó a su taller, le realizó varias 

reparaciones relacionadas a un listado de códigos, 

además de otros arreglos adicionales. No obstante, “el 

vehículo no corría” o se movía por sí solo. Hasta ese 

momento, la parte recurrente no había logrado corregir 

la transmisión del vehículo.2  

Por estos hechos, el 2 de agosto de 2019, el 

señor José M. González Pabón presentó la querella ante 

el DACo y exigió la devolución del dinero pagado para 

realizar las reparaciones necesarias para el arreglo 

de la transmisión de su vehículo de motor.3 

Según surge de las determinaciones de hechos 

formuladas por el DACo, el 3 de octubre de 2019, un 

inspector designado por la referida agencia realizó un 

informe de inspección y concluyó que la transmisión 

del vehículo del recurrido, en efecto, aparentaba 

confrontar problemas en uno de sus sistemas. 

El 10 de febrero de 2020, se llevó a cabo la 

vista administrativa ante el DACo donde comparecieron 

las partes de epígrafe. El 27 de febrero de 2020, el 

DACo emitió la resolución recurrida y decretó la 

resolución del contrato de servicios entre las partes 

y ordenó a la recurrente la devolución del pago 

realizado por el recurrido por la suma de $2,172.75. 

 
2 Id.  
3 Véase Apéndice de la Solicitud de Recurso de Revisión, Anejo 4, 

Querella DACo de 2 de agosto de 2019, pág. 19.  
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Concluyó que, según la prueba desfilada, la parte 

recurrente incumplió con su obligación contractual, 

pues, a pesar de las oportunidades brindadas por el 

recurrido para que reparara la transmisión de su 

automóvil, la recurrente nunca logró reparar los 

defectos de los que adolecía.  

 El 13 de marzo de 2020, la parte recurrente 

presentó una solicitud de reconsideración. En ella, 

expresó que el 11 de febrero de 2019, luego de 

realizar las correspondientes reparaciones y 

entregarle al señor González Pabón su vehículo, le 

notificó a este último sobre unas fallas en el motor 

que debían corregirse lo antes posible. De lo 

contrario, estas podían interferir con el buen 

funcionamiento de la transmisión de su vehículo.  

 Alegó que el recurrido regresó a su taller para 

informar ciertas fallas en el vehículo y se le 

enfatizó nuevamente sobre la importancia de corregir 

las referidas faltas. Expresó además que el señor 

González Pabón se presentó tardíamente a recoger su 

automóvil para llevarlo a corregir estas faltas ante 

un tercero.  

 La recurrente señaló que, posterior a esto, nunca 

pudo verificar las fallas de la transmisión que 

generaron los problemas del motor, pues el señor 

González Pabón no regresó a su taller para que le 

fuera honrada la garantía de la que gozaba la 

transmisión del vehículo de motor objeto del pleito. 

Apunta que realizó varios intentos de comunicación con 

el recurrido para realizar las reparaciones 

correspondientes al amparo de la garantía otorgada, 

sin embargo, el señor González Pabón se negó a llevar 
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su vehículo nuevamente al taller de la recurrente. 

Descansando en lo anterior, sostiene que no ha 

incurrido en ninguna violación contracutal, pues 

siempre estuvo en la mejor disposición de honrar la 

garantía otorgada. Por último, expresó que el proceso 

de inspección realizado por el inspector del DACo no 

fue el correcto.4  

El 14 de julio de 2020, el DACo denegó la moción 

de reconsideración.   

Inconforme, la parte recurrente acude ante 

nosotros mediante un recurso de Revisión Judicial, y 

alega que el DACo erró al declarar con lugar la 

querella presentada por el señor González Pabón y 

ordenarle la devolución del pago de $2,172.75, por 

concepto de los servicios de reparación realizados a 

la transmisión del vehículo de motor del recurrido. 

Solicita ante esta segunda instancia judicial que 

declare con lugar el presente recurso de Revisión, 

revoque la resolución emitida por el DACo y deje sin 

efecto la orden de reembolso del dinero pagado por 

concepto de los trabajos y servicios efectuados.  

Específicamente, señala la comisión de los 

siguientes errores:  

Erró el DACO al recibir una querella de una 

parte que no era la titular registral del 

vehículo.  

Erró el DACO al negar el derecho del 

querellado la oportunidad de honrar 

efectivamente la garantía.  

 
4 American Transmission, Inc. expresa en su solicitud de 

reconsideración: “En la inspección llevada a cabo el 3 de octubre 

de 2019 por el inspector de DACO, la misma se realizó en la 

marquesina de una propiedad y no había pino para que el técnico 

pudiese ver el vehículo por debajo. En su informe de inspección, 

él indica que la transmisión tiene problemas en el sistema 

hidrostático y precisamente eso fue lo que le ocasionó las fallas 

de los sensores que el cliente no había corregido hasta el 7 de 

septiembre de 2019”. Véase Apéndice de Solicitud de Recurso de 

Revisión, Anejo 2, Solicitud de Reconsideración del 13 de marzo 

de 2020, pág. 8.  
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Erró el DACO al aceptar el informe del 

técnico de DACO por contener 

irregularidades.  

Erró el DACO al rescindir el contrato de 

servicios y condenar al querellado al 

reembolso del pago de los servicios 

prestados.  

 

Por su parte, el recurrido presentó un escrito en 

oposición al recurso de Revisión Judicial de la 

recurrente.  

Deliberados los méritos del recurso por el panel 

de jueces, y contando con la comparecencia de ambas 

partes, procedemos a resolver conforme al Derecho 

aplicable.  

III. Derecho aplicable  

A. Transcripción de la prueba en la revisión de 

decisiones administrativas 

 

De conformidad con la Regla 66 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA, Ap. XXII-B, R. 66, 

cuyas disposiciones regulan la revisión de decisiones 

administrativas, cuando una parte apuntale un error en 

la apreciación de la prueba oral o que alguna 

determinación de hechos no esté sostenida por la 

prueba, y sea necesario recurrir a la reproducción de 

la prueba oral, la parte así lo hará constar en una 

moción por separado, presentada junto al escrito 

inicial de revisión.  

En dicha moción, la parte debe sustanciar y 

probar la necesidad de recurrir a la prueba oral, con 

vista a las determinaciones de hechos de la agencia o 

del funcionario, haciendo referencia a las cuestiones 

planteadas en la solicitud de revisión y al contenido 

de los testimonios específicos que interesa utilizar. 

Dicho de otra forma, aquella parte que cuestiona la 

apreciación de la prueba efectuada ante el foro 
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primario y pretende debatir los hechos de su 

determinación, debe gestionar la transcripción de la 

prueba oral. De lo contrario, corre el riesgo que se 

revise la sentencia conforme a los hechos determinados 

por el foro recurrido.  

En lo pertinente, nuestro Tribunal Supremo ha 

reiterado que cuando las determinaciones de hechos 

impugnadas se basan en prueba testifical, es 

imprescindible que se presente la transcripción de la 

vista o una exposición narrativa de la prueba a la 

consideración del foro revisor. Esto, pues ante la 

ausencia de la prueba oral, los foros revisores no 

cuentan con los elementos necesarios para descartar la 

apreciación razonada y fundamentada de la prueba que 

realizó el foro recurrido. Hernández Maldonado v. Taco 

Maker, 181 DPR 281, 289-290 (2011). Las alegaciones de 

la parte peticionaria de por sí no constituyen prueba. 

U.P.R. Aguadilla v. Lorenzo Hernández, 184 DPR 1001, 

1013 (2012).  

B. Enmiendas a las alegaciones en un proceso 

administrativo 

 

Como regla general, las Reglas de Procedimiento 

Civil no aplican en los procesos administrativos. 

Véase Martínez v. Tribunal Superior, 83 DPR 717 

(1961). Sin embargo, la jurisprudencia establece que 

este cuerpo normativo puede utilizarse para guiar el 

curso de procesos administrativos, siempre que no 

obstaculicen la flexibilidad, agilidad y sencillez de 

estos últimos. Otero v. Toyota, 163 DPR 716, 735 

(2005) (citando a Pérez v. VPH Motor Corp., 152 DPR 

475 (2000)). Es decir, se favorece la utilización de 

las Reglas de Procedimiento Civil en procesos 
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administrativos siempre que propicien una solución 

justa, rápida y económica. Id.   

La Regla 13.2 de las de Procedimiento Civil, 32 

LPRA, Ap. V, R. 13.2, establece que:  

Cuando con el consentimiento expreso o 

implícito de las partes se sometan a juicio 

cuestiones no suscitadas en las alegaciones, 

aquéllas se considerarán para todos los 

efectos como si se hubieran suscitado en las 

alegaciones. La enmienda a las alegaciones 

que sea necesaria para conformarlas a la 

evidencia, a los efectos de que las 

alegaciones reflejen las cuestiones 

suscitadas, podrá hacerse mediante una 

moción de cualquiera de las partes en 

cualquier momento, aun después de dictarse 

sentencia, pero la omisión de enmendar no 

afectará el resultado del juicio en relación 

con tales cuestiones. 

 

Es decir, las alegaciones presentadas por las 

partes pueden ser enmendadas para conformarlas con la 

prueba presentada durante la vista o juicio de que se 

trate. Así, en Otero v. Toyota, supra, nuestro 

Tribunal Supremo tuvo la oportunidad de pronunciarse 

al respecto y examinó este mecanismo procesal en el 

contexto de los procedimientos administrativos. 

Dictaminó que, en los hechos del referido caso, la 

agencia recurrida no incidió al permitir que la 

querella presentada se enmendara para conformarla con 

la prueba que desfiló durante la vista administrativa. 

Como resultado, no procedía una aplicación mecánica e 

inflexible de las disposiciones de la Regla 13.2 de 

las de Procedimiento Civil.  

C. Deferencia a determinaciones administrativas y 

presunción de corrección 

 

En el ámbito del Derecho Administrativo, “[l]a 

función principal de la revisión judicial es 

asegurarse de que las agencias administrativas con 

poderes adjudicativos actúen dentro de la facultad 
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delegada por la Asamblea Legislativa y que cumplan con 

los preceptos constitucionales”. Véase Rodríguez v. 

Retiro, 159 DPR 467 (2003); Assoc. Ins. Agencies, Inc. 

v. Com. Seg. P.R., 144 DPR 425, 435 (1997).   

La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, 

Ley 38-2017, según enmendada, mejor conocida como 

“LPAU”, 3 LPRA secs. 9601 et seq., y su interpretación 

por los tribunales requieren que todas las decisiones 

administrativas impugnadas sean examinadas de modo que 

otorguen el mayor grado de deferencia hacia la agencia 

que emitió la determinación impugnada. Los organismos 

administrativos cuentan con un grado de experiencia 

que les brinda un conocimiento especializado en cuanto 

a los asuntos y controversias que atienden. Véase 

Torres Rivera v. Pol. de Puerto Rico, 196 DPR 606 

(2016); Accumail P.R. v. Junta Sub. A.A.A., 170 DPR 

821, 830 (2007); Mun. San Juan v. Plaza Las Américas, 

169 DPR 310 (2006); Otero v. Toyota, supra, pág. 727 

(2005).  

Sabido es que el foro judicial no debe intervenir 

con las determinaciones de hechos de un organismo 

administrativo, siempre que estén sostenidas por 

evidencia sustancial que surja del expediente 

considerado a la luz de todas las circunstancias. 

López Echevarría v. Adm. Sist. Retiro, 168 DPR 749, 

752 (2006).  

En situaciones en las cuales pueda haber más de 

una interpretación razonable de los hechos, los 

tribunales no se desviarán de la interpretación hecha 

por el organismo y deberán sostener la decisión 

expresada por este último. Asoc. Vecinos v. U. Med. 

Corp., 150 DPR 70, 75-76 (2000).  
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Sin embargo, la norma de deferencia no 

constituirá un obstáculo para que los tribunales 

ejerzan su facultad de revisión. Padín Medina v. 

Retiro, 171 DPR 950, 960 (2007). En la revisión de una 

decisión administrativa, los tribunales deberán tomar 

en consideración la razonabilidad de la actuación del 

organismo cuya determinación se esté revisando antes 

de llegar a una conclusión. Otero v. Toyota, supra, 

pág. 727. Esto significa que “la revisión judicial de 

decisiones administrativas se debe limitar a 

determinar si la agencia actuó arbitraria o 

ilegalmente, o en forma tan irrazonable que su 

actuación constituye un abuso de discreción”. Batista, 

Nobbe v. JTA. Directores, 185 DPR 206, 216 (2012).  

Por tal razón, se le reconoce a los procesos 

administrativos y a las determinaciones de hechos de 

las agencias una presunción de regularidad y 

corrección que debe ser respetada, mientras la parte 

que las impugne no produzca evidencia suficiente para 

derrotarlas. Esto, siempre y cuando no descansen en 

meras alegaciones. Trigo Margarida v. Junta 

Directores, 187 DPR 384, 394 (2012); Vélez v. 

A.R.P.E., 167 DPR 684, 693 (2006). Véase, además, 

Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409, 431 (2003).  

A esos fines, evidencia sustancial es aquella 

prueba relevante que una mente razonada podría 

entender adecuada para sostener una conclusión. JP, 

Plaza Santa Isabel v. Cordero Badillo, 177 DPR 177, 

187. Así, para convencer al tribunal de que la 

evidencia utilizada por la agencia para formular una 

determinación de hecho no es sustancial, la parte 

afectada debe demostrar que existe otra prueba en el 
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récord que reduzca o menoscabe el valor probatorio de 

la evidencia impugnada, hasta el punto de que no pueda 

ser concluido que la determinación de la agencia fue 

razonable de acuerdo con la totalidad de la prueba que 

tuvo ante su consideración. Assoc. Ins. Agencies, Inc. 

v. Com. Seg. P.R., supra, pág. 440. En varias 

ocasiones, nuestro más alto foro ha indicado que el 

propósito de la regla de evidencia sustancial, 

aplicable a las determinaciones de hecho, es “evitar 

la sustitución del criterio del organismo 

administrativo en materia especializada por el 

criterio del tribunal revisor”. P.R.T.C. v. J. Reg. 

Tel. de P.R., 151 DPR 269, 282 (2000).   

IV. Aplicación del derecho a los hechos 

En este caso, la parte recurrente acude ante esta 

segunda instancia judicial para impugnar la resolución 

emitida por el DACo que le ordenó a pagar la cantidad 

de $2,172.75, por concepto de devolución por unos 

servicios de reparación realizados a la transmisión 

del vehículo de motor de la parte recurrida.  

De entrada, resulta necesario destacar que la 

parte recurrente no gestionó la transcripción de la 

prueba oral de conformidad a nuestras normas 

reglamentarias. Por tanto, persiste la presunción de 

corrección de las determinaciones de hechos 

consignadas en la resolución emitida. En vista de que 

la parte peticionaria no gestionó la transcripción, 

las determinaciones de hechos del foro primario 

quedaron irrefutadas, por lo que, junto a la prueba 

documental admitida como evidencia que surja de los 

autos, servirán de base para corroborar las 

conclusiones de derecho emitidas por el DACo.  
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En primer lugar, la parte recurrente sostiene que 

el DACo erró al emitir su resolución a favor del señor 

José González Pabón, a pesar de no ser el titular 

registral del vehículo de motor. Por lo tanto, alega 

que la parte recurrente carece de legitimación activa 

para instar la causa de acción de epígrafe. De las 

determinaciones consignadas no surge indicio alguno 

que nos persuada a concluir que, a juicio del DACo, el 

recurrido no gozaba de legitimación activa para instar 

el presente pleito.5 La agencia sostuvo en su 

resolución que, junto al recurrido, su esposa y la 

titular del vehículo de motor, la señora Enid Iglesias 

Díaz, comparecieron a la vista administrativa 

celebrada el 10 de febrero de 2020. En la medida en 

que la parte recurrente no presentó evidencia en 

contrario mediante la reproducción de la prueba, no 

colocó a esta segunda instancia judicial en posición 

de advertir si la prueba desfilada durante la vista 

administrativa enmendó, de forma alguna, sus 

alegaciones respecto a la ausencia de legitimación 

activa del recurrido, según surgen de la resolución 

recurrida. Tampoco existe prueba documental en 

contrario.  

Por otro lado, la parte recurrente afirma que se 

le negó la oportunidad de honrar efectivamente la 

 
5 Según surge de las determinaciones de hechos y conclusiones de 

derecho consignadas en la resolución emitida, al amparo de la 

jurisprudencia vigente, una parte perjudicada ante un 

incumplimiento contractual por arrendamiento de obras tiene a su 

disposición distintos cursos de acción. A esos efectos, según el 

DACo, existía un contrato de servicios entre American 

Transmission, Inc. y el recurrido. Conforme la prueba desfilada, 

“la parte querellada incumplió el contrato con la parte 

querellante”, resultando en que la recurrente no ejecutara la 

obra de manera satisfactoria. En otras palabras, en el presente 

caso el recurrido resultó perjudicado como consecuencia del 

contrato pactado con la recurrente. Véase Apéndice de la 

Solicitud de Recurso de Revisión, Anejo 1, Resolución emitida y 

notificada el 27 de febrero de 2020, págs. 2 y 4. 
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garantía a la que estaba sujeta la transmisión del 

vehículo de motor del recurrido, ya que le ofreció una 

garantía más extensa que la requerida mediante la 

legislación vigente y el recurrido la rechazó. 

Conforme indicó el foro administrativo, la prueba 

presentada demostró que la recurrente incumplió con el 

contrato de servicios que tenía con el recurrido. 

Según el DACo, American Transmission, Inc. nunca 

realizó la reparación de la transmisión del vehículo 

de motor del recurrido, a pesar de las oportunidades 

que tuvo para ejecutar la obra de forma satisfactoria 

para la cual fue contratada. La determinación de la 

agencia administrativa descansó en la prueba 

presentada, incluyendo el testimonio del perito Luis 

Figueroa Monroig y el informe del inspector del DACo. 

Del expediente de autos no surge prueba documental o 

testifical que contravenga las determinaciones del 

foro recurrido.  

Finalmente, la recurrente señala que la 

inspección del vehículo de motor realizada por el 

inspector del DACo estuvo viciada de irregularidades, 

por lo que el informe no debió ser admitido. No 

obstante, del expediente no se desprende evidencia 

relacionada que sostenga su contención. En este caso, 

la agencia recurrida consignó en sus determinaciones 

de hechos la conclusión del inspector, respecto a que 

la transmisión del vehículo del recurrido aparentaba 

confrontar problemas en uno de sus sistemas.6 No surge 

evidencia en el expediente que incida sobre la 

razonabilidad de lo concluido por el inspector, según 

 
6 Véase Apéndice de la Solicitud de Recurso de Revisión, Anejo 1, 

Resolución emitida y notificada el 27 de febrero de 2020, pág. 3. 
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fue acogido por la agencia. Siendo el informe del 

inspector del DACo parte de la prueba que desfiló ante 

el foro administrativo, y sin tener este tribunal 

evidencia alguna sobre los hallazgos y las 

conclusiones ahí consignadas, resulta forzoso 

abstenerse de intervenir con la determinación del 

DACo. El organismo administrativo cuenta con el 

peritaje y conocimiento especializado necesario para 

dilucidar este asunto.  

Las determinaciones de hechos de la resolución 

recurrida, junto a la evidencia que surge de los autos 

del caso, sostienen la acción del foro recurrido de 

conceder el remedio cuestionado.  

Nada en el expediente de autos apunta a que la 

recurrente haya presentado evidencia suficiente ante 

este tribunal, como para derrotar la presunción de 

corrección que cobija las determinaciones emitidas por 

el DACo, ni nos colocó en posición de sustituir el 

criterio de la resolución recurrida.  

En ausencia de tal prueba, subsiste la presunción 

de regularidad y corrección que ampara estas 

determinaciones y los procesos administrativos 

realizados ante el referido organismo. En deferencia 

al conocimiento especializado de la agencia y en 

ausencia de un acto arbitrario, irrazonable o a través 

del cual se hubiese evidenciado un abuso de 

discreción, no intervendremos con la resolución 

emitida por el DACo.  

V. Dictamen 

 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma 

la resolución recurrida.  
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


